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En el libro objeto del presente 
análisis se realiza un profundo 
estudio de la provincia tras la 

nueva regulación introducida por la 
Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (en adelante, 
LRSAL), y teniendo muy presentes 
los postulados de estabilidad presu-
puestaria y sostenibilidad financiera, 
previstos tanto en el artículo 135 de 
la Constitución española como en la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
de Estabilidad Presupuestaria y Sos-
tenibilidad Financiera (LOEPSF), que 
se han convertido en el eje sobre el 
que pivota toda la reforma del régi-
men local español.

Para proceder a dicho estudio, se 
analizan las previsiones que sobre 
la provincia contiene la Constitución 
española, la cual le garantiza autono-
mía para la gestión de sus respecti-
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vos intereses. Pero, a dichas previ-
siones hay que añadir las novedades 
que, en el ámbito competencial, ha 
introducido la citada Ley 21/2013, de 
27 de diciembre, en la Ley 7/1985, de 
2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local (LRBRL).

Por tanto, como no puede ser de 
otra forma, debe partirse de la propia 
Constitución española, en cuyo artícu-
lo 137 se descentraliza el poder polí-
tico del Estado al establecer que Es-
paña se organiza territorialmente en 
municipios, provincias y en Comunida-
des Autónomas, reconociendo a todos 
ellos autonomía para la gestión de sus 
intereses, lo que, como se señala en el 
libro, supone una nueva etapa que cul-
mina en la LRBRL, que reconoce a las 
Administraciones locales su carácter 
de entidad territorial con autonomía. 

La CE consagra tres principios fun-

damentales en relación con las Entida-
des Locales: en primer lugar, les otor-
ga autonomía para la gestión de sus 
propios intereses; en segundo lugar, 
reconoce el carácter representativo y 
democrático de sus órganos de go-
bierno; y, finalmente, reconoce la su-
ficiencia de sus haciendas. Además, 
en la Norma Fundamental se previó 
un reparto competencial entre Estado 
y Comunidades Autónomas sobre el 
régimen local, pues como indican los 
autores, no nos encontramos ante una 
materia unitaria, susceptible de ser 
asignada en bloque a uno y otras. 

El dinamismo y las importantes 
transformaciones de finales del siglo 
XX conllevaron un aumento de las 
exigencias locales y que el sistema 
que se había configurado fuera insu-
ficiente para dar respuesta a los nue-
vos retos, de ahí que durante el siglo 
pasado, primero en el año 1999 y 
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después en 2003, se acometieran dos 
importantes reformas en el ámbito lo-
cal. La Ley 11/1999, de 21 de abril, 
modificó la LRBRL para fortalecer 
las funciones gestoras de Alcaldes y 
Presidentes de las entidades locales; 
mejorar el régimen de las mociones 
de censura y del control del Pleno, e 
introducir la moción de confianza. Por 
su parte, la Ley 57/2003, de 16 de di-
ciembre, profundizó todavía más en 
los aspectos orgánico-funcionales del 
régimen local, rompiendo el carácter 
uniforme los municipios, al introducir 
un régimen propio y específico para 
los de gran población.

La regulación de la provincia antes 
de la LRSAL se encuentra, principal-
mente, en los artículos 31 a 38 de 
la LRBRL y en los artículos 25 a 34 
del Texto Refundido de disposiciones 
legales vigentes en materia de Régi-
men Local (TRRL), aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 781/1986, 
de 18 de abril. Según estos precep-
tos, la provincia tiene un doble carác-
ter pues, por un lado, es demarcación 
del Estado para el cumplimiento de 
sus fines; y, por otro, es una entidad 
local, formada por la agrupación de 
municipios, con personalidad jurídica 
propia para la realización de los fines 
que le son peculiares. Estamos, por 
tanto, ante una entidad fundamental 
de la organización territorial del Esta-
do, a la que se reconoce autonomía 
para la gestión de sus intereses. En 
relación con estos últimos, la doctrina 
ha venido señalando que no son pro-
pios de la provincia, sino que se trata 
de intereses de naturaleza municipal 
que no pueden ser realizados por el 
propio municipio.

En cuanto a sus competencias, la 
CE no lleva a cabo una delimitación 
concreta de las mismas sino que re-
mite al legislador ordinario, estatal 
o autonómico en función de los dis-
tintos sectores de la acción pública, 
la determinación de las mismas, de 
acuerdo con la teoría de la autonomía 
local y su garantía. Y la ley donde se 
fijan los fines propios y específicos de 

la provincia, así como sus competen-
cias, es la LRBRL (arts. 31 y 36), que 
no establece un listado de atribucio-
nes sino que determina las funciones 
de forma más general, haciendo es-
pecial hincapié en el fomento y ayuda 
a municipios, especialmente los más 
pequeños, en la prestación de sus 
servicios; señalando, igualmente, la 
Ley otras competencias propias del 
ámbito provincial.

Además, se estableció que las Co-
munidades autónomas podrían dele-
gar competencias en las Diputacio-
nes, así como encomendar a éstas la 
gestión ordinaria de servicio propios 
en los términos previstos en los Es-
tatutos correspondientes. Y también 
el Estado podría, previa consulta e 
informe de la Comunidad autónoma 
interesada, delegar en las Diputacio-
nes competencias de mera ejecución 
cuando el ámbito provincial sea el 
más idóneo para la prestación de los 
correspondientes servicios.

Tras la LRSAL, la situación cambia, 
pues a través de esta norma lleva a 
cabo una reforma parcial pero tras-
cendental del régimen local, con el 
fin primordial de adaptar algunos as-
pectos del régimen competencial y de 
organización y funcionamiento de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, a los prin-
cipios de estabilidad presupuestaria, 
sostenibilidad financiera y eficiencia 
en el uso de los recursos públicos 

locales, impuestos por la propia Car-
ta Magna, en su modificado artículo 
135, y por su normativa de desarro-
llo, la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera. Las medi-
das adoptadas son consecuencia de 
la crisis económico-financiera global y 
sus repercusiones en el sector públi-
co lo que, en opinión de los autores, 
hace que «no estemos ante una re-
forma del régimen local sino ante una 
aplicación del Derecho de crisis a las 
Administraciones Públicas».

Las medidas que se adoptan bus-
caban la consecución de los siguien-
tes objetivos1:

●	La clasificación de competencias 
municipales, para evitar duplicida-
des y solapamientos con las com-
petencias de otras Administracio-
nes Públicas, de modo que se haga 
efectivo el principio «una Adminis-
tración una competencia».

●	La racionalización de la estructura 
organizativa de la Administración 
Local, de acuerdo con los principios 
de eficiencia, estabilidad y sosteni-
bilidad financiera, garantizando un 
control financiero y presupuestario 
más riguroso.

●	Y favorecer la iniciativa económica 
privada, evitando intervenciones 
administrativas desproporcionadas.

1  En relación con estos objetivos, Rodrigo J. Ortega Montoro señalaba, en su artícu-
lo «La Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración Local, o la Alargada Sombra de la Estabilidad Presupuestaria y su 
Proyección Local», publicado en el número 28 de la Revista de Apuntes esPublico, 

de febrero de 2014, que «la reforma local de 2013 se centra, fundamentalmente, 
en un triple aspecto como es el competencial, el relativo a la organización y estruc-
turas locales, y el favorecimiento de la iniciativa económica privada, “liberalizando” 
espacios que venían siendo ocupados por las Administraciones Locales».
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2  Juan BOLUDA VAYA, «Incidencia de la Ley 27/2013 sobre el Régimen Compe-
tencial de las Entidades Locales», publicado en el número 32 de la Revista de 
Apuntes esPublico, de mayo de 2014.

3  Sobre la intervención de la Diputación en el saneamiento económico-financiero de 
los municipios, VÁZQUEZ PITA señala que dicha intervención prevista en el artí-
culo 116.bis «refleja perfectamente las tres notas características del nuevo esque-

ma competencial: evaluación de la capacidad de gestión en base a la estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera; focalización de la actuación provincial 
en la asistencia a municipios y concertación como presupuesto operativo de la 
vertiente dinámica del principio de subsidiariedad». Jaime RODRÍGUEZ-ARANA 
MUÑOZ y Manuel J. SARMIENTO ACOSTA (dirs.) Comentarios a la Ley 27/2013, 
de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Lo-
cal, Editorial Comares SL, Granada 2015, página 61.

Y dentro de esta reforma, las Dipu-
taciones provinciales deben asumir 
un rol protagonista, especialmen-
te en lo referente a la prestación de 
servicios municipales obligatorios de 
municipios de menos de 20.000 ha-
bitantes, si bien, al final, como vere-
mos, ese pretendido reforzamiento 
de la posición institucional de aqué-
llas resulta mucho más atenuado al 
inicialmente previsto en las primeras 
versiones de la LRSAL.

El tema de las competencias provin-
ciales es uno de los aspectos esen-
ciales de la Ley de Racionalización, 
pues se ven ampliadas tras la reforma 
y no sólo por la propia modificación 
de los artículos 26 y 36 de la LRBRL, 
relativos, respectivamente, a las com-
petencias de los municipios y las di-
putaciones, sino como consecuencia 
de las competencias que el apartado 
tercero del artículo 116.bis de la cita-
da Ley de Bases les otorga en rela-
ción con el contenido y seguimiento 
de los planes económico-financieros.

Las competencias de las Entidades 
locales se dividen en competencias 
propias, que son las que determina 
una ley, ya sea estatal o autonómica, 
y que deben ejercerse en régimen 
de autonomía y bajo su propia res-
ponsabilidad, atendiendo, además, 
como señalan los autores, a la debida 
coordinación en su programación y 
ejecución con las demás Administra-
ciones Públicas; competencias dele-
gadas, ya sea por el Estado o por la 
Comunidad Autónoma, que deberán 
ejercerse en los términos estableci-
dos en la disposición o en el acuerdo 
de delegación en el que, además, de-
berán preverse técnicas de dirección, 
control de oportunidad y eficiencia; 
y, finalmente, competencias distin-
tas de las propias y de las atribuidas 
por delegación, que, excepcional-
mente, podrán ejercerse cuando no 
se ponga en riesgo la sostenibilidad 
financiera del conjunto de la hacien-
da municipal, de acuerdo con los re-

querimientos de la LOEPSF, y no se 
incurra en un supuesto de ejecución 
simultánea del servicio público con 
otra Administración pública, para lo 
que será preciso informes tanto de la 
Administración competente por razón 
de la materia como de la que tenga 
atribuida la tutela financiera.

Pues bien, tras señalar el artículo 
31 de la LRBRL que la provincia debe 
asegurar la prestación integral y ade-
cuada en la totalidad del territorio pro-
vincial de los servicios municipales 
y participar en la coordinación de la 
administración local con la de la Co-
munidad Autónoma y la del Estado, 
en el artículo 36.1, tras una remisión 
a las que le puedan atribuir las leyes 
estatales o autonómicas, se concre-
tan algunas de las COMPETENCIAS 
PROPIAS que, en todo caso, le co-
rresponden. Como advierten los auto-
res, aunque se ha ampliado el ámbito 
de materias respecto de las cuales 
las Diputaciones provinciales ejerce-
rán competencias, la mayor parte de 
las mismas puede seguir identificán-
dose como competencias funciona-
les, que son las que tradicionalmente 

han venido prestado. En relación con 
este tipo de competencias, BOLUDA 
VAYA2 identifica las siguientes como 
novedades que se incorporan a las 
previstas antes de la reforma:

●	La garantía en los municipios de 
menos de 1.000 habitantes de la 
prestación de los servicios de se-
cretaría e intervención.

●	La coordinación de la prestación 
unificada de servicios, asumiendo, 
en particular, la prestación de los 
servicios de tratamiento de resi-
duos en los municipios de menos 
de 5.000 habitantes, y de preven-
ción y extinción de incendios en los 
de menos de 20.000 habitantes, 
cuando estos no procedan a su 
prestación.

●	El ejercicio de funciones de coor-
dinación en los casos previstos en 
el artículo 116.bis LRBRL, es decir, 
en la elaboración y seguimiento 
de la aplicación de las medidas de 
los Planes económico-financieros 
cuando las entidades locales in-
cumplan el objetivo de estabilidad 
presupuestaria, el objetivo de deu-
da pública o la regla de gasto3. En 
relación con este punto, consideran 
los autores que el papel que juegan 
las Diputaciones rebasa intensa-
mente la competencia de coordina-
ción de los artículo 26.2 y en el 31 
de la LRBRL. Es más, consideran 
que las Diputaciones provinciales 
se convierten, tras la LRSAL, en 
un «apéndice instrumental» de la 
Administración que tiene la tutela 
financiera, pues ha de colaborar 
intensamente con ella, tanto en el 
momento de la elaboración de este 
planes por parte de los municipios 
como en el del seguimiento de las 
medidas que se hubieran propuesto 
en los mismos.

●	La asistencia en la prestación de 
los servicios de gestión de la recau-
dación tributaria, en periodo volun-
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tario y ejecutivo, y de servicios de 
apoyo a la gestión financiera de los 
municipios con población inferior a 
20.000 habitantes.

●	La prestación de servicios de admi-
nistración electrónica y la contrata-
ción centralizada en los municipios 
con población inferior a 20.000 ha-
bitantes.

●	El seguimiento de los costes efec-
tivos de los servicios prestados 
por los municipios de su provincia. 
Cuando la Diputación detecte que 
estos costes son superiores a los 
de los servicios coordinados o pres-
tados por ella, ofrecerá a los mu-
nicipios su colaboración para una 
gestión coordinada más eficiente 
de los servicios que permita reducir 
estos costes4.

●	La coordinación mediante conve-
nio, con la Comunidad Autónoma 
respectiva, de la prestación del ser-
vicio de mantenimiento y limpieza 
de los consultorios médicos en los 
municipios con población inferior a 
5.000 habitantes.

El apartado segundo del citado ar-
tículo 36, por su parte, desarrolla las 
competencias vinculadas a la asis-
tencia a municipios: las relativas a la 
coordinación de servicios municipales 
entre sí; la asistencia y cooperación 
jurídica, económica y técnica a mu-
nicipios, en especial a los de menor 
capacidad económica y de gestión; 
y la prestación de servicios públicos 
de carácter supramunicipal y, en su 
caso, supracomarcal y el fomento o, 
en su caso, coordinación de la pres-
tación unificada de servicios de los 
municipios de su ámbito territorial, 
puede destacarse que la Diputación 
aprueba anualmente un plan provin-
cial de cooperación a las obras y ser-
vicios de competencia municipal, en 
cuya elaboración deben participar los 
municipios de la provincia. Pero, ade-

más, debe asegurar el acceso de la 
población de la provincia al conjunto 
de los servicios mínimos de compe-
tencia municipal y a la mayor eficacia 
y economía en la prestación de éstos. 

En relación con la función coordina-
dora, POZO BOUZAS5 señala que la 
misma excede del concepto constitu-
cional de coordinación. En su opinión, 
«la pretendida coordinación a que se 
refiere el artículo 26.2 LRBRL es un 
eufemismo que encierra, en realidad, 
la asunción por las diputaciones pro-
vinciales del control sobre la presta-
ción de servicios locales básicos, que 
forman el núcleo esencial de las com-
petencias municipales por antono-
masia. El calado de la regulación se 
evidencia si se considera que casi to-
dos los municipios de España tienen 
menos de 20.000 habitantes. En todo 
caso, se advierte la profunda identi-
dad entre los servicios susceptibles 
de prestación coordinada del artículo 
26.2 LRBRL y los servicios mínimos 
obligatorios del 26.1».

En definitiva, en relación con es-
tas competencias propias del artícu-
lo 36, concluyen los autores del libro 
afirmando que en el catálogo de las 
mismas se mantienen los mismos 
errores que se detectaron desde su 
redacción original en 1985 y que es-
tamos ante una Diputación que admi-
nistra recursos ajenos a través de los 

4  En relación con esta competencia prevista en el artículo 36.1.h) de la LRBRL, Ig-
nacio PÉREZ SARRIÓN, en su artículo «Competencias Propias y Competencias 
Mínimas», publicado en el Blog esPublico con fecha 2 de abril de 2014, señalaba 
que «se establece como competencia propia de la DP una especie de control per-
manente de los costes de los servicios que prestan los municipios.
No hay que poner mucho el acento en que estamos ante una grave intromisión 
que esto supone en la autonomía municipal cuando se deja al albur de la decisión 
de la DP y al MINHAP todo el sistema prestacional».

5  Venacio GUTIÉRREZ COLOMINA e Hilario SALVADOR CISTERNES (Coord.) La 
Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local. Estudio sobre 
la aplicación de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, Tirant Lo Blanch, Valencia 
2015, página 304.

6  Juan Boluda Vaya, «Incidencia de la Ley 27/2013 sobre el Régimen Competencial 
de las Entidades Locales», publicado en el número 32 de la Revista de Apuntes 
esPublico, de mayo de 2014.

Planes Provinciales y que distribuye 
subvenciones con cargo a recursos 
propios.

En cuanto a las COMPETENCIAS 
DELEGADAS, el artículo 7 reconoce 
de forma expresa la posibilidad de 
que las provincias asuman este tipo 
de previsiones, estando a lo que, con 
carácter de mínimos, se contempla 
en el artículo 37 LRBRL, que no ha 
sido modificado por la LRSAL. Lo que 
sí que hace el apartado tercero del 
artículo 37 es remitir al artículo 27 el 
ejercicio por las diputaciones de las 
facultades delegadas. En relación 
a este extremo, BOLUDA VAYA6 ha 
señalado que «este último precep-
to contiene una amplia relación de 
materias que el Estado y las CCAA 
pueden delegar en los municipios... 
competencias que, de hecho, mu-
chas de ellas se están prestado ya 
por lo municipios, pero que ahora, 
al pasar a ser delegadas, podrán se-
guir haciéndolo en las condiciones de 
delegación, pero con la financiación 
autonómica garantizada por el nuevo 
artículo 57 bis de la LRBRL». Y es 
que, de conformidad con el nuevo ar-
tículo 57 bis LRBRL, introducido por 
la LRSAL, si las Comunidades Autó-
nomas delegaran competencias que 
impliquen obligaciones financieras o 
compromisos de pago a su cargo, de-
berán incluir una cláusula de garantía 
del cumplimiento de esos compromi-
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7  Ibídem.

sos. Esa garantía supone la autori-
zación por la Administración General 
del Estado a aplicar retenciones en 
las transferencias que les correspon-
dan, por aplicación de sus sistema de 
financiación.

Por ello, concluye BOLUDA VAYA 
que, «en consecuencia, las delega-
ciones de competencias en las Di-
putaciones estarán en función de los 
acuerdos que cada una de las Comu-
nidades Autónomas adopte respecto 
a la mayor o menor utilización de las 
posibilidades de delegación que con-
fiere la legislación de régimen local».

En cualquier caso, no existe, en re-
lación con la delegación en favor de 
las Diputaciones, ningún listado de 
competencias delegables por parte 
de las Comunidades o del Estado, lo 
que contrasta con el carácter tasado 
de las competencias y exhaustivo que 
para las delegaciones de competen-
cias a los municipios se prevé en el 
artículo 27 LRBRL lo que, como se 
señala en el libro objeto de este aná-
lisis, constituye un argumento a favor 
del reforzamiento del papel de las Di-
putaciones tras la LRSAL.

Finalmente, el artículo 7.4 LRBRL 
hace referencia a las COMPETEN-
CIAS DISTINTAS de las propias y de 
las atribuidas por delegación. En este 
precepto se pierde, según los auto-
res, esa intención de clarificación del 
régimen de las competencias de las 
Entidades Locales, pues si bien se 
establece en el apartado primero de 

este artículo 7 que sus competencias 
serán propias y delegadas, en el apar-
tado cuarto, modificado por la LRSAL, 
implícitamente, se admite que también 
puedan ejercer competencias distintas 
siempre que se cumplan dos requisi-
tos: que no se ponga en riesgo la sos-
tenibilidad financiera del conjunto de la 
Hacienda municipal, de acuerdo con 
los requerimientos de la legislación de 
estabilidad presupuestaria y sostenibi-
lidad financiera, y que no se incurra en 
un supuesto de ejecución simultánea 
del mismo servicio con otra Adminis-
tración Pública. A estos efectos, serán 
necesarios y vinculantes los informes 
previos tanto de la Administración 
competente por razón de la materia, 
en el que se señale la inexistencia de 
duplicidades, como de la Administra-
ción que tenga atribuida la tutela finan-
ciera, sobre la sostenibilidad financiera 
de las nuevas competencias. 

Tras analizar los tipos de compe-
tencias que se reconocen a las Di-
putaciones, se resalta en el libro, de 
manera especial, uno de los aspectos 
clave introducidos por la LRSAL, tal 
y como destaca su propia Exposición 
de Motivos, que es el reforzamiento 
del papel de las Diputaciones provin-
ciales mediante la COORDINACIÓN 
DE DETERMINADOS SERVICIOS 
MÍNIMOS en municipios con pobla-
ción inferior a 20.000 habitantes. 

Esta nueva atribución provincial de-
berá analizarse teniendo presentes 
las prescripciones de los artículos 36 
y 26.2 LRBRL, lo cual, como advier-
ten los autores, configura un marco 
jurídico complejo cuya constitucio-
nalidad ponen en duda pues podría 
resultar afectada tanto la potestad 
de autoorganización de los servicios 
municipales como la autonomía de 
los municipios, constitucionalmente 
garantizada.

Conforme al artículo 26.2, en muni-
cipios con población inferior a 20.000 
habitantes la Diputación prestará 
unos servicios, ya sea por sí misma 
o mediante fórmulas de gestión com-
partida, como consorcios y manco-
munidades, a lo que se dedica exten-

samente el capítulo IV del libro objeto 
de este análisis.

La Diputación, de conformidad con 
los municipios afectados, propondrá 
al Ministerio de Hacienda y Adminis-
traciones Públicas la forma de pres-
tación. 

El fin de la coordinación es, como 
señala el apartado tercero de artículo 
10 de la LRBRL, también modificado 
por la LRSAL, asegurar que se cum-
pla la legislación de estabilidad presu-
puestaria y sostenibilidad financiera. 
Y el contenido de la coordinación está 
vinculado con el concepto de coste 
efectivo de dichos servicios mínimos 
obligatorios. Lo que se pretende es 
reducir ese coste efectivo. La LRSAL 
establece la obligación de determinar 
dicho coste y dispone su remisión al 
Ministerio de Hacienda y Administra-
ciones Públicas para su publicación. 
En opinión de BOLUDA VAYA7, no 
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es sino una medida de transparencia 
pues es la propia ley la que lo consi-
dera «como un paso fundamental en 
la mejora de la información disponi-
ble para la toma de decisiones de los 
ciudadanos y de la Administración, y 
contribuir a garantizar el cumplimien-
to del principio de eficiencia, de con-
formidad con el artículo 7 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sosteni-
bilidad Financiera».

Al COSTE EFECTIVO DE LOS 
SERVICIOS se refiere el nuevo artí-
culo 116 ter de la LRBRL, según el 
cual todas las entidades locales cal-
cularán, antes del día 1 de noviembre 
de cada año, el coste efectivo de los 
servicios que prestan, partiendo de los 
datos contenidos en la liquidación del 
presupuesto general y, en su caso, de 
las cuentas anuales aprobadas de las 
entidades vinculadas o dependientes, 
correspondiente al ejercicio inmediato 
anterior.

El cálculo del coste efectivo de los 
servicios tendrá en cuenta los cos-
tes reales, directos e indirectos, de 
los servicios conforme a los datos 
de ejecución de gastos mencionados 
anteriormente, desarrollándose estos 
criterios por Orden del Ministro de Ha-
cienda y Administraciones Públicas.

Todas las Entidades Locales comu-
nicarán los costes efectivos de cada 
uno de los servicios al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públi-
cas para su publicación.

En relación con aplicación del coste 
efectivo de los servicios, las Diputa-
ciones tienen, como señala BOLUDA 
VAYA8, un papel relevante:

●	Entre las competencias propias 
provinciales el artículo 36 de la LR-
BRL incluye, expresamente, el se-
guimiento de los costes efectivos 
de los servicios prestados por los 
municipios de su respectivo ámbito 
territorial.

●	Por la aplicación de los supuestos 
previstos para la determinación de 

8  Ibídem.

los servicios mínimos obligatorios 
en municipios de menos de 20.000 
habitantes.

●	Porque el Plan provincial anual de 
cooperación a las obras y servicios 
que aprueban las Diputaciones 
debe contemplar obligatoriamente 
el análisis de los costes efectivos 
de los servicios de los municipios.

●	Y por la gestión integrada o coordi-
nada de los servicios, regulada en la 
Disposición adicional decimoquinta 
del Texto Refundido de la Ley Re-
guladora de las Haciendas Locales, 
añadida por la LRSAL, según la 
cual cuando la gestión integrada de 
todos los servicios municipales que 
sean coincidentes entre dos o más 
municipios implique un ahorro de 
al menos el 10% del coste efectivo 
del servicio en el que incurriría cada 
municipio por separado, y previo in-
forme de la Diputación provincial, el 
coeficiente de ponderación previs-
to en el artículo 124.1 del TRLRHL 
se incrementará en un 0.04% para 
cada municipio, con el límite previs-
to en el artículo 123 del TRLRHL.

En definitiva, la LRSAL plantea una 
profunda revisión del régimen com-
petencial de las Entidades Locales, 
que se traduce en una reducción del 
ámbito de actuación municipal y en 
la posibilidad de que esos servicios, 
en ciertos casos, sean asumidos por 
las Diputaciones provinciales. Y ello 
bajo la creencia de que, de esta ma-
nera, mediante esta reordenación de 

competencias y servicios, se puede 
lograr la racionalización del régimen 
de actuación de los municipios, cla-
rificándolo y, sobre todo, eliminando 
supuestos de concurrencia compe-
tencial para, así, garantizar el cumpli-
miento, en el ámbito local, de los prin-
cipios de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera.

Y son muchos los municipios que 
podrían verse afectados por esta re-
forma ya que, en nuestro país, pocos 
superan la cantidad de 20.000 habi-
tantes; lo que no está exento de pro-
blemas, pues habrá municipios que, 
aplicando las medidas previstas en la 
LRSAL, pueden ver reducida la pres-
tación de servicios si no están en si-
tuación de ajustar su hacienda a las 
exigencias y parámetros previstos en 
la nueva normativa y que, aun con 
esa reducción competencial, segui-
rán existiendo como entidad munici-
pal. En este sentido, se hace preciso 
recordar la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 32/1981, que sienta 
la doctrina de que el legislador pue-
de disminuir o acrecentar las compe-
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tencias existentes pero no eliminarlas 
por entero y que el debilitamiento de 
su contenido sólo puede hacerse con 
razón suficiente y nunca en daño al 
principio de autonomía.

Otro problema que puede surgir 
es el derivado de la propia conside-
ración, en el ámbito local, de nuevos 
principios generales informadores de 
toda actuación de los entes públicos 
(estabilidad presupuestaria y soste-
nibilidad financiera), pues se deja de 
lado el tradicional principio de máxi-
ma proximidad de la gestión adminis-
trativa a los ciudadanos que, como 
señalan los autores, resultó clave en 
la articulación del bloque competen-
cial a atribuir a los entes y corporacio-
nes locales por parte de la legislación 
ordinaria, tanto estatal como autonó-
mica. De modo que, a partir de aho-
ra, los servicios no siempre se van 
a prestar por la Administración más 
cercana, sino por la más capacitada o 
eficiente, lo que puede llegar a chocar 
con el reconocimiento y garantía de la 
efectividad de la autonomía local. 

Y, asociado a ello, surge el proble-
ma de la representatividad o elec-
ción directa en la provincia. La actual 
fórmula, poco representativa de la 
corporación provincial, parece que 
no facilita esa proximidad ni garan-
tiza la exigencia de responsabilidad 
política de los gestores. Y es que el 
principio democrático exige que si la 
prestación de servicios municipales 
se realiza por exigencias económico 
financieras en un nivel provincial, la 
Corporación provincial sea más direc-
tamente representativa9. Sin una mo-
dificación de la legislación electoral, 
la Diputación provincial de régimen 
común se verá permanentemente 
cuestionada como auténtica entidad 
local de segundo grado, capaz de 
dar cumplimiento a las exigencias del 
principio de subsidiariedad. 

El obstáculo, en otras ocasiones, 
vendrá del hecho de que el municipio 
deba dar su conformidad a la medi-

da que se pretenda adoptar, pudien-
do quedar, por tanto, esa propuesta 
paralizada en su fase inicial. El mu-
nicipio aceptará más fácilmente una 
gestión compartida de la competencia 
que la prestación directa por la Dipu-
tación. 

En definitiva, como señalan los au-
tores, sobre las Diputaciones se deja 
caer un amplio abanico de importan-
tes responsabilidades de cuyo efecti-
vo juego dependerá, en gran parte, el 
éxito o fracaso de la reforma acome-
tida.

La LRSAL buscaba llevar a cabo 
una profunda reforma del régimen ju-
rídico vigente aplicable a las entida-
des locales, con el fin de definir con 
la mayor precisión posible, entre otras 
cuestiones, las competencias que de-
ben ser desarrolladas por las Corpo-
raciones Locales. Es una reforma en 
la que se encuentran muy presentes 
los principios de estabilidad presu-
puestaria, sostenibilidad financiera 
y eficiencia en el uso de los recur-
sos públicos locales, pero en la que 
el eterno problema de la planta mu-
nicipal recibe un tratamiento mucho 
menos agresivo (supresión y fusión 

forzosa) que el propuesto en algún 
anteproyecto. 

Detrás de la misma subyace la idea 
de que las Entidades locales vinculen 
su derecho a intervenir en el marco 
de sus competencias al cumplimien-
to del principio de estabilidad presu-
puestaria y sostenibilidad financiera, 
valorando el impacto financiero de 
las decisiones que adopten. Y es que, 
en opinión de los autores, las entida-
des locales no deben volver a asumir 
competencias que no les atribuya la 
Ley y para las que no cuenten con 
financiación adecuada, de modo que 
sólo podrán ejercer competencias 
distintas de las propias o de las atri-
buidas por delegación cuando no se 
ponga en riesgo la sostenibilidad fi-
nanciera del conjunto de su hacienda 
ni se incurra en un supuesto de ejecu-
ción simultánea de un mismo servicio 
público con otra Administración.

En mi opinión, nadie duda del ne-
cesario control al debe someterse el 
gasto de las Administraciones Públi-
cas españolas y por ello es importan-
te que dicho control esté previsto le-
galmente. Ello no obstante, deberían 
haberse aunado, junto con los princi-

9  En todo caso, la asunción por la Diputación provincial de funciones tan directamen-
te vinculadas con el interés local como son los servicios enumerados en el nuevo 
artículo 26.2 de la LRBRL obligaría a un replanteamiento de la forma de elección 
de los diputados provinciales, introduciendo fórmulas de elección directa. En este 
sentido, RIVERSO YSERN ya advirtió que la elección indirecta de los miembros de la 

Diputación provincial no constituye el mejor marco para que los municipios acepten 
sustituciones o intervenciones en servicios de su competencia. Por todos, Venacio 
GUTIÉRREZ COLOMINA e Hilario SALVADOR CISTERNES (Coord.) La Ley de Ra-
cionalización y Sostenibilidad de la Administración Local. Estudio sobre la aplicación 
de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, Tirant Lo Blanch, Valencia 2017, página 295.
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pios derivados de la LOEPSF, otros 
igualmente importantes y constitu-
cionalmente garantizados, como son 
los de autonomía local y suficiencia 
financiera de las Entidades Locales.

 
En realidad, esta reforma parece 

que se queda corta. Es como si todo 
se hubiera reducido a un traslado de 
competencias locales al ámbito pro-
vincial, partiendo de la presunción 

de que la prestación en dicho ámbi-
to será más rentable, lo que, desde 
el punto de vista constitucional, como 
hemos visto, no está exento de polé-
mica10. 

Concluía GRACIA RETORTILLO11 
que se hace necesaria una reforma 
más estructural y global del régimen 
jurídico de la provincia, que pondere 
tanto la dimensión de la eficiencia 

económica, como las de la autono-
mía y democracia, elementos que, en 
ningún caso, han de ser ajenos a una 
entidad local como la provincia que 
cuenta, por el momento, con garantía 
constitucional.

De cualquier modo, habrá que es-
perar para visualizar los efectos de 
una reforma que va a necesitar de 
ajustes y acuerdos adicionales.

10  En relación con esta reforma, Leopoldo TOLIVAR ALAS, en su artículo «Reflexio-
nes al cabo de un año», publicado en el Blog esPublico con fecha 26 de diciem-
bre de 2014, se mostraba muy reacio cuando señalaba que «confesando una 
vez más mi convicción de que algo había que hacer con el modelo local, caduco, 
ineficiente, insuficiente y tna dispar... la buena nueva traída por la Ley 27/2013 
no creo que haya venido a resolver gran cosa. La norma, paradójicamente, se 
queda larga y a la vez corta. Es desmesurada al laminar, sin matices, competen-
cias... Y, sin embargo... se queda corta. No puede por sí misma fusionar términos 
municipales, ni ha sido, al final, tan dura ni mucho menos... ni, por supuesto, ha 
afrontado el verdadero problema que es la financiación local. En la autosuficien-

cia derivada del artículo 142 de la Constitución está el quid y no en la insuficien-
cia cronificada frente a la ley sopla vela sólo ha salido restar inversión y gasto al 
eliminar actividades a financiar.
Es una pena que una ley con tan larga tramitación y que... debía encarar pro-
blemas serios, incluso estructurales, de los ayuntamientos... ofrezca tan pocos 
réditos al día de hoy. Más bien números rojos porque no todo se mide en euros».

11 Marcos ALMEIDA CERREDA, Claudia TUBERTINI y Pedro COSTA GONÇALVES 
(Directores) La Racionalización de la Organización Administrativa Local: Las Ex-
periencias Española, Italiana y Portuguesa, Editorial Aranzadi, SA, Navarra 2015, 
página 224.
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